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(Sin corregir) 


PRESIDE: Señor Representante Daniel Bianchi. 
MIEMBROS: Señores Representantes Pablo Abdala, José Luis Blasina y Esteban Pérez. 


DELEGADOS 
DE SECTOR: Señor Representante Alfredo Asti. 


INVITADOS: Señor Subsecretario del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, doctor Jorge Bruni y 
asesor Roberto Baz. 


SEÑOR PRESIDENTE (Bianchi).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión de Seguridad Social da la bienvenida al señor Subsecretario de Trabajo y Seguridad Social, 
doctor Jorge Bruni, y al asesor Roberto Baz, y agradecemos la puntualidad. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Buenos días para todos. La 
puntualidad es interesada por razones de tiempo, y por eso solicitamos -y agradecemos- adelantar la 
reunión. 


Tengo entendido que en la última sesión a la que concurrió el señor Ministro -lamentablemente, me tuve que 
retirar antes- quedó pendiente lo que tiene que ver con el planteo de un diálogo nacional sobre seguridad 
social, y algunos otros temas sobre los que podría informar. 


Este diálogo nacional sobre seguridad social tiene su fundamento en dos o tres aspectos. En primer lugar, 
consideramos necesario realizar un debate amplio, democrático y participativo porque entendemos que en las 
dos últimas reformas de fondo que se realizaron en el país, en 1979 y en 1995-1996, no se dio un amplio 
debate. 


No me voy a referir a 1979, pues eran otras las épocas y, naturalmente, no hubo debate. Fue la época en la 
que estaban los fundamentos del proyecto y que en la exposición de motivos o en los considerandos se 
establecía que era una reforma que se hizo en la soledad del gabinete libre de las presiones sociales. 


Si bien en la reforma de 1995-1996 sí hubo participación política -personalmente participé como delegado 
del Frente Amplio en las reuniones realizadas en el Hotel Victoria Plaza-, hubo muy poca participación 
social. Recuerdo que con muy escaso tiempo se convocó a las cuatro instituciones de aquel entonces: PIT= 
CNT, ONAJPU, delegados empresariales y una expresa delegación del sector banquero. Reitero que hubo 
muy poca participación, otorgándose apenas veinte minutos a cada organización. 


Por lo tanto, basado en estos argumentos y dada la importancia del tema, el Gobierno entendió la necesidad 
de proceder a una gran discusión con las características que ya mencioné: amplia, democrática y 
participativa, en la que intervinieran las instituciones públicas involucradas, las organizaciones sociales y 
políticas, la academia, y para los casos que se entendiera necesario, también expertos u organismos 
internacionales. 


Así se ha ido procesando, y actualmente este debate no solo cuenta con decisión gubernamental para llevarlo 
adelante, sino también con una participación muy activa de la Universidad de la República -que ya ha 
designado un equipo coordinador para llevar a cabo esto- y el apoyo del Programa de Naciones Unidas para 
el Desarrollo y de la Organización Internacional del Trabajo. 


Creo que es un orgullo para todos los uruguayos que Naciones Unidas haya decidido que Uruguay sea 
experiencia piloto de coordinación de todos los organismos que tienen que ver con Naciones Unidas a través 
de la Agencia Nacional, que es el PNUD. 


Durante los días de ayer, hoy y mañana se estarán realizando reuniones de coordinación entre todos esos 
organismos, pero no referidas al debate, aunque contamos con la colaboración del PNUD y otras agencias 
internacionales. 


¿Cuál es la idea del debate, conceptualmente hablando? Se trataría de un debate global, que abarque los 
aspectos económico-financieros, sociales, demográficos y de género. La idea que se está llevando adelante 
consiste en la creación de cinco o seis mesas sobre diversos temas. Por ejemplo, una tiene que ver con 
lecciones de diez años de reformas que se han llevado a cabo en la región. Con esto se tiene la intención de 
analizar lo que está sucediendo en Chile y en Argentina, y para ello seguramente estarán presentes quienes 
llevaron a cabo esas reformas a efectos de que nos ilustren sobre los caminos que se han seguido, los análisis 
y las evaluaciones que han realizado de los diversos sistemas. 


Otra mesa se encargaría de lo que tiene que ver con seguridad social y protección social, conceptos 
diferenciados y que merecen aplicaciones distintas y que, de alguna manera, se están encarando de esa forma. 
Ahí pensamos en algunas de las medidas que se están pretendiendo llevar adelante con cierta rapidez, como 
el Plan de Equidad, donde tocan el tema de las asignaciones familiares, el tema del trabajo y su relación con 
las prestaciones de seguro de paro cuando hay larga desocupación, la eventual rebaja de la pensión a la vejez 
de 70 a 65 años, etcétera. Se trata de todo un capítulo que tiene que ver no solamente con eso, sino con lo que 
es seguridad social y protección social. 


El tercer capítulo tiene que ver con la demografía -creo que no es necesario extenderme en esto, por la 
trascendencia que tiene- e, inclusive, su relación con los problemas de género. El enfoque en la demografía es 
absolutamente necesario por la realidad de Uruguay, que junto a Chile, Cuba, Argentina y Costa Rica, tiene la 
característica de ser de los países con mayor envejecimiento de la región. Por lo tanto, nos parece sustancial 
planificar, porque cualquier diálogo o debate a futuro necesita de estos enfoques. 


Estamos considerando otro tema que tiene que ver con la financiación de la seguridad social, elemento clave 
si los hay -no necesito extenderme en esto- en todas las características y sistemas existentes: mixtos, 
solidarios, individuales, complementarios. 


Otro tema que pretendemos considerar es la influencia que ha tenido la seguridad social en el mundo del 
trabajo. Aquella seguridad social característica de Uruguay, basada en el jefe de hogar con trabajo estable y la 
mujer en el hogar, ya no es la misma, con las consecuencias que trajo sobre la informalidad y sobre, 
inclusive, el trabajo no remunerado. Entonces, nos parece esencial introducir como tema esta serie de 
características. 


También estamos considerando el tema de la cobertura existente en el país: prestaciones de actividad y 
prestaciones de pasividad. Acá, obviamente, también está jugando una clara diferenciación necesaria entre lo 


que es protección y lo que es seguridad social, para no cometer equívocos y quedarnos simplemente en 
políticas asistenciales, porque si no se aclaran los conceptos, pueden llevarnos a equivocaciones. 


¿Cómo está pensado esto? Si bien generalmente la metodología es forma, creo que acá es tan importante que 
se transforma en sustancia. Nosotros pensamos en seis o siete mesas, a lo largo de los meses de 2007, con 
objetivos y metodologías. ¿Cuál es el objetivo de este debate? Generar insumos -democráticamente 
hablando- en cada uno de los temas, a los efectos de entregar a la Presidencia de la República -por supuesto 
que contamos con su aval- qué es lo que opinan los concurrentes, los invitados, los sectores políticos, la 
sociedad y la academia sobre los temas que van a estar en discusión. Entonces, el objetivo es entregar esos 
datos para que, en su momento, se nombre alguna Comisión de reforma que lleve adelante, estudie y analice 
los insumos que se han proporcionado a través de este amplio debate. 


Debe quedar claro que no es intención del Gobierno proceder a la reforma del sistema global de seguridad 
social en el año 2007. La propia instrumentación del diálogo -hemos decidido llamarle así y no debate- está 
invitando a que primero recojamos los insumos y después se procesen, cuando las decisiones políticas se 
consideren convenientes. Ello no quita que pueda haber reformas parciales. Se ha hablado mucho de, por 
ejemplo, la rebaja de los 35 a los 30 años. Todos estarán en conocimiento de los dos informes clásicos - 
reiteradamente nombrados- tanto de CEPAL como de la Universidad, de los que surge que en un país que ha 
tenido coberturas superiores al 70% -históricamente cercanas al 80%-, apenas se va a poder jubilar alrededor 
de un 15% en las actuales condiciones, un 13% de mujeres y un 17% de hombres. Y si la edad de edad de 
retiro fuera los 65 años, eso se transformaría en aproximadamente un 23% o un 24%, muy lejos de lo que es 
la cobertura tradicional de este país y de otros que se nos asemejan, como Costa Rica, Argentina y Chile. 


Además, es un tema que está en la discusión pública. Hay inquietudes, algunos planteos y una decisión 
gubernamental de proceder a estudiar el tema, fundamentalmente la rebaja de 35 a 30 años. Obviamente, 
cuando se toca un parámetro, se afectan otros. 


El tema de la reforma al sistema de asignaciones familiares que está en el Plan de Equidad se está 
considerando en el Gabinete Social y en el Consejo de Políticas Sociales, así como el tema del trabajo 
protegido, que ahora no recuerdo cómo se le está llamando. 


Todo esto nos lleva a insistir en que son insumos para proceder a eventuales reformas del sistema global de 
seguridad social, no pensadas para el 2007, es decir, sin definir una fecha, porque primero hay que generar 
insumos. De todas maneras, está la posibilidad de analizar algunas reformas parciales. Nos parece sustancial 
aclararlo, porque, de otra manera, se estaría tergiversando o interpretando mal los objetivos de este debate de 
seguridad social. 


En cuanto a la metodología, es importante porque la mayor participación debe ser canalizada en forma 
adecuada para que un tema de tanta complejidad no se transforme en una asamblea, por decirlo de alguna 
manera. No estoy hablando en contra de las asambleas, sino que me refiero a un lugar donde no haya un 
ordenamiento en cuanto a la forma de encauzar el debate. Por lo tanto, en cada uno de los temas habrá 
entrega previa de documentos con la suficiente antelación para que quienes sean invitados vayan sabiendo de 
qué se trata. El fin del documento es no solamente introducir el tema sino también canalizar la discusión. 
Asimismo, al final de cada una de las mesas podrá haber una, dos o tres instancias para cada tema y se irán 
recogiendo síntesis que serán puestas a disposición de los participantes para que puedan opinar con la debida 
antelación con respecto a los documentos o a las síntesis. 


Pensamos que esto se estaría lanzando a mediados de abril, con la presencia del Presidente de la República. 
Tenemos que concretar el lugar, pero estamos pensando en la propia Presidencia de la República. Es un 
detalle, pero nos parece que hace a la organización y a la seriedad del debate. Pretendemos que el resto de las 
mesas sea un mismo día y siempre en un mismo lugar, porque creo que hace a la seriedad, y a veces, cuando 
las conductas se repiten, se favorece la seriedad del debate. 


En cuanto al debate, hay detalles. Podemos decir que la documentación previa y posterior tiene el objetivo 
precisamente de monitorear y de evaluar cómo avanza el debate para rescatar lo bueno y corregir las cosas 
que metodológicamente no sean correctas. Repito: el objetivo es que para noviembre o diciembre podamos 
entregar al Presidente de la República el insumo para que políticamente se tomen las decisiones que se 
entiendan pertinentes. 


Asimismo, debemos tener muy claro que si nos remontamos a treinta años atrás, cuando en la Constitución se 
crea el Banco de Previsión Social y se imponen las competencias respectivas, tradicionalmente el Ministerio 
de Trabajo y Seguridad Social ha sido el Ministerio de Trabajo, no de Trabajo y Seguridad Social. Si hoy se 
pregunta qué es el Ministerio de Trabajo, la respuesta sería: el apagador de los incendios diarios que surgen 
en los convenios colectivos y en los conflictos, o es el lugar a donde concurren individualmente los 
trabajadores a realizar la instancia administrativa previa a los juicios que les van a hacer a los empresarios. 
Esa ha sido la visión tradicional del Ministerio; seguridad social, prácticamente no ha existido para los 
Ministerios de Trabajo. 


Hay una firme disposición hacia un cambio a partir de 2005. Les cuento que la asesoría de seguridad social 
en 2004-2005 tenía un solo funcionario. Entonces, es imposible planificar seriamente algo con esas carencias 
de infraestructura. Hay una firme disposición de que el Ministerio cumpla el rol constitucional que es el 
trazado de las políticas, el monitoreo y la evaluación, delimitando claramente las competencias de quien traza 
las políticas y los grandes organismos. 


¿Quién puede ignorar la importancia de un organismo como el Banco de Previsión Social? 


Por eso, se va a proponer la creación de una Unidad Ejecutora de Seguridad Social en el Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social a efectos de tratar de llevar a la práctica esto que hoy se está haciendo. Se ha 
incrementado notoriamente el número de funcionarios para poder cumplir con esa tarea, pero estamos 
pensando que, legislativamente, se plasmará en la creación de una Unidad Ejecutora en el propio Ministerio 
de Trabajo y Seguridad Social. 


Quisiera referirme -porque me parece que es importante, y sobre todo, por informaciones de prensa que 
aparecieron en el día de ayer, erróneas, basadas en datos absolutamente equivocados- a una tarea que está 
estrictamente relacionada y que cayó en manos de la seguridad social dentro del Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social. Me refiero a un informe que tiene que ver con la aplicación de la Ley N* 18.033, que 
repara a presos exiliados y clandestinos durante la dictadura. Han aparecido versiones de prensa acerca de la 
lentitud de esta Comisión. Les voy a proporcionar los datos al 20 de marzo, es decir, al día de ayer. Se han 
presentado 4.697 solicitudes, 65% en Montevideo y 35% en el interior, porque una de las características que 
se adoptó por la Comisión que se nombró era facilitar el acceso a la reclamación, no solamente en 
Montevideo sino también en el interior. Todas las oficinas del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social en el 
interior están recibiendo solicitudes, 70 por día. Se han aprobado 846 casos desde el 6 de enero, 25 o 30 días 
después de constituirse la Comisión. Es un número superior a todos los aprobados en los cinco años 
anteriores; de las 2.874 solicitudes que se presentaron en la vieja Comisión, apenas se había decidido sobre 
algo más de 800 casos. Se están decidiendo alrededor de 100 casos semanales. Mañana jueves 22 
posiblemente se decidan 70, con lo cual la cifra ascenderá a unos 930 o 940, que, reitero, es más que todo lo 
que se decidió en el Período anterior. 


En este momento, el Banco de Previsión Social está pagando 570 pensiones especiales en Montevideo y 121 
en el interior del país. Hay unos 200 expedientes que están en vista porque los interesados tendrán que 
presentar informes complementarios. 


La Comisión comenzó trabajando con 5 personas y hoy estamos con 12 personas: 7 funcionarios 
administrativos y 5 abogados, que se incrementaron hace apenas una semana, porque presumimos que el 
ritmo actual no continuará sino que se van a empezar a dificultar las cosas. Por lo tanto, se están tomando las 
previsiones del caso. [13:18:07] La Comisión, además, está facilitando los contactos con la Justicia o con los 
organismos de seguridad social estatales o paraestatales para que las cosas se hagan lo más rápido posible y 
evitarle el esfuerzo individual a cada uno que se presenta a solicitar, porque, en definitiva, todos sabemos que 
a veces hay gente que tiene dificultades físicas o monetarias para movilizarse. Por tanto, en ese sentido la 
Comisión está facilitando las coordinaciones con la Corte de Justicia y con el propio Banco de Previsión 
Social. Este dato me parecía necesario que se conociera porque lo que ha salido publicado en algunos medios 
de prensa es absolutamente falso. 


Podríamos hablar de otros aspectos, de algo que ha aparecido en el día de hoy, como la evolución de 
cotizantes. Podríamos informar también sobre el relacionamiento que el Ministerio y el Poder Ejecutivo - 
directamente relacionado, en este caso, con el Presidente de la República- han tenido con la Organización 
Nacional de Jubilados, ONAJPU, en la reciente reunión realizada el 26 de febrero, donde se hicieron algunos 


planteos y hubo una serie de respuestas por parte del Presidente de la República, y en la que yo estaba 
presente como Subsecretario de Trabajo y Seguridad Social. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Agradecemos a la delegación que nos visita y especialmente al doctor 
Bruni por concurrir a esta Comisión con la prontitud y la presteza que lo caracteriza a la hora de ser 
convocado por el Parlamento y, además, por aportarnos información valiosa, jugosa e ilustrativa que 
mucho ponderamos. Para mí esta reunión viene siendo absolutamente aclaratoria con relación a la 
política del Gobierno en materia de seguridad social y específicamente con relación a la convocatoria 
de debate nacional que había tomado estado público hace algunas semanas y cuyos alcances me parece 
que han quedado muy bien descritos y delimitados. Desde ya que desde la oposición lo vemos con 
mucho interés, lo digo con absoluta convicción. Desde el Partido Nacional nos parece oportuno porque 
debatir siempre es bueno y creo que con relación a los temas de la seguridad social tal vez pueda 
decirse que está doblemente justificado, sobre todo a la luz de un sistema o de un régimen que ha 
cumplido diez años de vigencia -independientemente de la valoración que respecto del mismo se pueda 
hacer, porque por cierto que ha suscitado polémicas a lo largo de todo este tiempo- por lo que parece 
razonable, a esta altura de las circunstancias, detenerse a analizarlo en profundidad. Creo que esto es 
bueno -lo quiero decir con absoluta claridad- porque en los últimos tiempos, no precisamente de parte 
del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social pero sí desde otros ámbitos de la Administración, se han 
emitido señales equívocas o que, por lo menos, a nosotros nos han generado alguna confusión. 


El doctor Bruni ha sido claro en cuanto a que durante el año 2007 no se habrán de propiciar reformas 
estructurales sustantivas, salvo alguna excepción que pueda llegar a configurarse; que por lo tanto se va 
recorrer el camino del debate y de la discusión y, en función de los resultados, eventualmente para el próximo 
año se podrán impulsar proyectos de ley que modifiquen el sistema vigente. Esa me parece que es una 
definición clara de política de gobierno que desde la oposición la recibimos y nos notificamos. 


Sin embargo, lo que nos preocupa -le consta al doctor Bruni porque en ese sentido formulamos un pedido de 
informes al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, cursado hacia fines del año pasado- es que desde el 
Banco de Previsión Social, que por cierto no es un actor anodino en lo que refiere al sistema de seguridad 
social, se propiciaron reformas, anteproyectos de ley, articulados, que obviamente no llegaron al Parlamento 
porque hubiera sido inconstitucional, pero que sí fueron remitidos al Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social y, además, no con perfil bajo -por decirlo de alguna manera- sino con bastante estridencia o, por lo 
menos, con una amplia cobertura a través de los medios de comunicación, anticipándose al debate y 
promoviendo reformas muy serias e importantes. Entre ellas, destaco la que se acaba de mencionar en el 
sentido de reducir los años de servicio, reformas tendientes a flexibilizar los mecanismos de acceso a la 
pensión a la vejez, causales nuevas de jubilaciones anticipadas y parciales, según pudimos apreciar a través 
de los medios. Inclusive, pudimos ver en la televisión o escuchar en la radio al señor Presidente del Banco de 
Previsión Social. No se trata de un actor cualquiera; el BPS es un órgano técnico de conducción 
eminentemente política, no es una entidad reguladora que mediante un análisis técnico pueda formular 
insumos para que el Poder Ejecutivo los tome o los deje. La conducción del Banco de Previsión Social, sus 
Directores, pertenecen sin ninguna duda al elenco de Gobierno, están ocupando cargos de confianza política 
designados por el Presidente de la República y por el Poder Ejecutivo, con la venia del Senado. De manera 
que me parece bueno recibir hoy las aclaraciones que se brindaron, porque en la medida en que estas se 
difundan, la opinión pública podrá advertir que aquellos anuncios por lo menos fueron precipitados, o bien 
que respecto de ellos aún no hay una conclusión a nivel del gobierno, que corresponde. 


Además, naturalmente, cuando la gente recoge esos planteos se ilusiona. Quien está pensando en jubilarse, 
hace cuentas -sé que hay estudios en ese sentido- y no le dan los años de edad ni de servicio como para 
configurar la causal y escucha al Presidente del Banco de Previsión Social anunciando que se va a reducir la 
edad de 35 a 30 años, evidentemente, se genera expectativas. Otro tanto ocurre con quien tiene la expectativa 
de acceder a una pensión a la vejez o quien -mal frecuente en los tiempos que estamos viviendo- se queda sin 
trabajo antes de configurar la causal. Entonces, si quien administra la seguridad social le anuncia que hay un 
proyecto que abre la posibilidad de otorgarle una jubilación anticipada, se generan confusiones peligrosas. 
Por lo menos para mí, estas han quedado aclaradas y me parece que sería bueno que así como en el ámbito de 
esta Comisión nos estamos interiorizando del verdadero alcance de las cosas, este también se pueda proyectar 
públicamente para que se conozca. 


Quisiera consultar al doctor Bruni con relación a dos aspectos. Por un lado, ¿en qué medida los planteos del 
BPS corren con ventaja en relación a los que eventualmente puedan surgir del propio debate? ¿En qué 
medida el Poder Ejecutivo, al que le corresponde la titularidad de las políticas y es el que debe tomar la 
iniciativa, hará una especie de síntesis? ¿Cuál va a ser el análisis posterior y cómo va a procesar el Poder 
Ejecutivo -tal vez todavía no lo tenga definido y yo me estoy anticipando a los acontecimientos- lo que 
resulte como planteo y como demanda de los distintos sectores involucrados en el debate, que somos todos, 
los partidos políticos, las organizaciones sociales, las organizaciones de pasivos? Eso en cuanto a las 
reformas estructurales. 


El segundo planteo tiene que ver con las AFAP, que también han sido motivo de polémica, aun dentro del 
propio Gobierno, y no quiero con esto abrir una discusión pero digamos que por lo menos ha habido matices; 
con esto no quiero señalar contradicciones ni nada que se le parezca, pero los ha habido. Recuerdo que el 
propio doctor Bruni en el mes de noviembre, cuando participó en una instancia convocada por República 
Afap, de la que también participó el señor Ministro Astori, en algún sentido marcó una visión distinta, cierto 
perfil en referencia a este tema con relación a la posición del Ministro. El asunto está en debate; el propio 
Ministro de Economía y Finanzas dice que más allá de ser partidario del sistema de capitalización individual, 
entiende que deben formularse ajustes, y yo lo comparto. 


Ahora, el Gobierno como tal, más allá de las diversas visiones, ¿hasta dónde está dispuesto a llegar en cuanto 
a revisar el sistema en su esencia, en su condición mixta, compuesta -como todos sabemos- por una parte de 
reparto y otra de capitalización individual? ¿Está dispuesto a avanzar radicalmente en los términos que 
plantea, por ejemplo, la ONAJPU, que está dispuesta a promover una reforma constitucional, o en los 
términos que plantea la representación de los trabajadores en el BPS y el PITCNT, que han anunciado una 
campaña para juntar firmas en contra del sistema? ¿O la idea es analizar todos los planteos y definir una 
posición ecléctica que lleve a realizarle ajustes saludables al sistema vigente? Sé que es una pregunta muy 
grande, pero sería muy interesante contar con una aproximación. 


Estas son las dos inquietudes centrales que queríamos plantear. Agradecemos una vez más al doctor Bruni 
por lo que, reitero, a esta altura es algo saludable para el propio Gobierno y sobre todo para la sociedad: que 
el Gobierno defina claramente hacia dónde va y cuáles son los tiempos, porque para quienes están esperando 
una solución a su situación personal los tiempos son verdaderamente importantes. Como dijo muy bien el 
doctor Bruni, ¿quién puede ignorar la importancia del Banco de Previsión Social? Todos sabemos que es una 
institución y un actor principalísimo. Quien está por acceder a una jubilación o quien ya la tiene, no sabe bien 
si esta institución tiene o no iniciativa legislativa; no sabe discernir si la política le corresponde al Poder 
Ejecutivo y el Banco de Previsión Social administra. Eso lo hemos ido aprendiendo quienes nos dedicamos a 
esto, pero no tiene por qué saberlo el ciudadano común. Por eso me parece muy importante que seamos 
cuidadosos -no lo digo por el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social- cuando emitimos las señales que 
emitimos. 


Al final haremos otra consulta al doctor Bruni con respecto a la aplicación del decreto de octubre de 2005 
relativo a los hospitales psiquiátricos, tema sobre el cual un día hablamos personalmente con él. No sé si le 
consta al señor Subsecretario que lo queríamos consultar sobre ese aspecto. Me refiero al que establece 
bonificaciones para los empleados de la Colonia Etchepare, la Colonia Santín Carlos Rossi, etcétera. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- La primera pregunta hace 
referencia a cuál es la política general del Gobierno y hasta dónde está dispuesto a llegar, así como qué 
consecuencias puede tener este debate. La segunda hace referencia fundamentalmente al tema de las 
AFAP. 


Creo que por lo menos parte de la pregunta en cuanto al objetivo del debate -que tiene otros aspectos a los 
que me voy a referir- estaría contestada. Ya expresé que el objetivo es que al finalizar el año -octubre, 
noviembre o diciembre, eso se verá según sea el desarrollo- esto culmine con la presentación de un informe a 
la Presidencia de la República para que, cuando lo estime políticamente oportuno, proceda a dar los pasos 
que se entiendan necesarios. Yo defino enfáticamente que no va a haber reformas estructurales en el año 
2007. Me atrevería a decir que el año 2008 será una etapa de análisis. El Gobierno nunca dijo que iba a 
promover la reforma estructural en los primeros dos o tres años sino que habría que hacer una evaluación. 
Políticamente se evaluará si será en el año 2007, en el 2008 o en el 2009. Es una evaluación política que, al 
entregar el insumo de ese debate y al nombrar una comisión de reforma, permitirá definir cuál es el momento 


oportuno. Por lo tanto, me parece que el objetivo del debate está explicado y explicita o contesta parte de la 
pregunta. 


La inquietud del señor Diputado tiene otros aspectos. En el mes de diciembre hubo resoluciones del Banco de 
Previsión Social donde, bajo el título de flexibilidad para el acceso a las pasividades, este presentó 
documentos que llegaron al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social como deben llegar, es decir, en 
ejercicio de la iniciativa que constitucionalmente tiene el organismo previsional de presentar cuanto proyecto 
esté en su mente. Recuerdo que al pedido de informes del señor Diputado Pablo Abdala contesté que eran 
simplemente insumos, anteproyectos que había presentado el Banco de Previsión Social y que serían 
considerados -no recuerdo si está dicho en la contestación, pero la idea era esa- como tales para el debate - 
ahora lo llamamos "diálogo"- que se estaba instrumentando para el año 2007. También contestamos y 
reiteramos hoy que, por ser simplemente insumos, no estábamos en condiciones de procesarlos públicamente, 
más allá de que el Banco de Previsión Social los procese. Pero a través de un pedido de informes el 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social no tiene capacidad de enviar al Parlamento un simple insumo. 


De todas formas, reitero: es un insumo importante, que contiene algunos de los aspectos que acabo de 
expresar hace unos minutos en el sentido de que hay una decisión de analizar la posibilidad de rebajar de 
treinta y cinco a treinta años, propuesta que está dentro de las iniciativas del Banco de Previsión Social, y que 
se procesará como se hará con todos los temas en este diálogo nacional, excepto en aquellos respecto de los 
cuales ya existen ciertos compromisos públicos, como pueden ser los relacionados con el Plan de Equidad. 
Eso en cuanto a la primera pregunta; si quedó algo pendiente, con gusto después ampliaremos. 


La segunda pregunta tiene que ver fundamentalmente con el sistema de las AFAP. No me preocupa que 
puedan existir visiones diferentes respecto de un tema tan sensible como fue y es este por la gran cantidad de 
afiliados y los millones de pesos de los trabajadores acumulados en esos fondos. 


Es cierto, soy contrario a las AFAP. No tengo ningún inconveniente en decirlo porque lo he repetido 
muchísimas veces en público. Pero eso no significa que me salga de la línea del Gobierno, que no tiene 
decidido eliminarlas sino que está pensando en ajustar algunos mecanismos. Nosotros creemos -lo ha dicho el 
Presidente del Banco de Previsión Social, cuyo delegado es Presidente de la AFAP República- que en este 
período es técnicamente imposible llegar a la eliminación de las AFAP; implica modificaciones profundas. 
Hay un planteo, que no es del Gobierno por supuesto, en el sentido de flexibilizar y dar al trabajador la 
opción de afiliarse o desafiliarse, como se ha planteado en Argentina, pero repito que no pretendemos que el 
debate se centre en AFAP sí o AFAP no. En primer lugar porque es claro lo que piensa el Gobierno al 
respecto, más allá de lo que opinemos individualmente cada uno de quienes lo integramos. En segundo 
término porque siempre he dicho que no creo que lo sustancial del sistema de seguridad social radique en 
discutir sobre AFAP sí o AFAP no. Para mí, por ejemplo, es sustancial lo que surge de los informes de la 
Universidad y de la CEPAL. También es sustancial el tema de los treinta y cinco años. Este debe ser de los 
pocos países en el mundo que tiene tal exigencia para acceder a la pasividad, no para ir incrementándola, ya 
que hay países que exigen más años para eso, y Francia es uno de los ejemplos más notorios. 


¿Cómo vamos a pensar que no va a estar presente el tema de las AFAP cuando estamos viendo que una de las 
mesas va a ser sobre las lecciones de diez años de reforma de la seguridad social en un sistema como el de 
Chile, que tiene veintisiete años, o como el de Argentina, que va a tener trece años y donde se han procesado 
intentos de reforma o reformas concretas? Por lo tanto, no hay duda. ¿Qué duda puede haber de que en el 
financiamiento de la seguridad social va a estar presente el tema? Pero eso no quita que el Gobierno esté 
dispuesto, al menos en esta instancia, a hacer algo que -como yo definía- técnicamente es bastante 
improbable de concretar. 


¿Adecuar la legislación? Es probable, pero esa es una decisión del Gobierno. Más allá de mi posición 
contraria, soy un hombre de Gobierno y al Gobierno me remito. El día que no me guste una medida de 
Gobierno que violente demasiado mi forma de pensar, me tendré que ir. Por ahora me siento absolutamente 
cómodo, más allá de las diversas visiones que se pueda tener sobre este tema, que es harto sensible. 


SEÑOR BLASINA.- En primer lugar, me parece absolutamente plausible el hecho de que el Ministerio 
de Trabajo y Seguridad Social, a través de quienes lo representan en el día de hoy, se muestre solícito - 
como ha ocurrido en oportunidades anteriores y descuento que ocurrirá en el futuro- frente a los 
requerimientos de esta Comisión. 


En segundo término, yendo a los temas abordados en el día de hoy, creo que ha sido muy importante dejar en 
claro cuál será, no solo la intención sino la determinación en lo que tiene que ver con generar un debate o 
intercambio nacional acerca del sistema de seguridad social. Quiero significar -sin que esto implique 
necesariamente una mirada hacia el pasado- que evidentemente, la situación de hoy está signada, entre otras 
cosas, por la generada en las dos instancias que se han mencionado acá: una en la dictadura y otra a posteriori 
de la dictadura. Esta segunda, efectivamente, contó con un espacio de participación harto reducido. Yo, que 
fui en una de las ocasiones, participé de esos veinte minutos. No es una figura alegórica desde el punto de 
vista temporal: fueron rigurosamente veinte minutos. Tanto es así que en ese momento, desde el PP.CNT 
tuvimos oportunidad de exponer durante ese tiempo y hasta dio lugar a alguna broma. Lo digo porque nos 
sirvieron un café y la broma consistía en que en el tiempo que duró lo que se nos otorgó ni siquiera se nos 
enfrió el café, más allá de que cuando uno expone, no toma café al mismo tiempo. 


(Hilaridad) 


Entonces, quedó un tema planteado hacia adelante. Desde el punto de la acción o de la iniciativa 
parlamentaria, nosotros planteamos en la Comisión de Seguridad de entonces, constituida a partir de las 
elecciones de 1999, que en el año 2000 -a cuatro años de vigencia del sistema, porque si bien se aprobó en 
1995 la ley empezó a regir el 1” de abril de 1996- se realizara un intercambio, lo que se llevó a cabo de 
manera institucional, con el apoyo del Parlamento y de quien ejercía la Presidencia en ese momento y contó 
con la iniciativa de esta Comisión. Ese intercambio se realizó aquí, en un ámbito de este Parlamento, con 
participación de todos los actores, sin ningún tipo de exclusión y tuvo la virtud de ser una puesta al día en ese 
momento sobre cómo estaba la situación del sistema en general en ese período transcurrido. 


En el año anterior, en ocasión de la visita de una delegación que precisamente estaba integrada por los 
Directores sociales designados para integrar el nuevo Directorio del Banco de Previsión Social, manifestamos 
que teníamos el propósito de impulsar, para el segundo semestre del año pasado y desde la Comisión de 
Seguridad Social, un intercambio similar al que habíamos efectuado en el año 2000. Apréciese que lo 
estábamos planteando a diez años de vigencia del nuevo sistema. Dificultades que se presentaron -no en 
cuanto a la pérdida de voluntad de realizar este tipo de iniciativas sino inherentes a una serie de problemas 
del segundo semestre del año pasado, que todos recordarán- hicieron que dejáramos postergada la iniciativa 
para este año. Si bien no quiero entrar en detalles, esos inconvenientes tienen que ver con una serie de 
problemas importantes que surgieron, que le hubieran quitado el espacio que necesariamente precisa un 
debate de esta naturaleza, no solo en cuanto a los participantes sino en cuanto a la atención de la población en 
general a ese debate, puesto que -como se ha manifestado aquí- es un debate que implica al conjunto de la 
sociedad y no solo a los directamente involucrados. 


Esto que estoy planteando no me inhibe en absoluto de reconocer y al mismo tiempo compartir la iniciativa 
que está planteando el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social de procesar ahora un debate, ya a los once 
años de vigencia del sistema. Me parece absolutamente necesario. 


Me parece, además, que el diseño que se ha expresado aquí en cuanto a una participación amplia y el hecho 
de ir recurriendo al procedimiento de síntesis sucesivas a los efectos de que eso se convierta en insumos que 
se volcarán a la Presidencia de la República, es absolutamente adecuado. Esto va a llevar tiempo, 
naturalmente. En general, todas las cosas en materia de seguridad social que se hagan con apuro -más allá de 
cuestiones que hay que atender con rapidez, a veces de carácter sectorial- se harán mal. Entonces, me parece 
bien que se tome ese tiempo, que no va a ser perdido sino en favor de tener los mayores elementos posibles, 
contando con la opinión de todos los involucrados -como se ha manifestado aquí- a los efectos de diseñar una 
reforma en serio, independientemente de la opinión que se tenga después. Una reforma de esta naturaleza, 
con el alcance que tenga -el que fuere-, va a merecer luego una consideración de carácter parlamentario. De 
manera que esto que digo es independiente de la opinión que se pueda tener después o de las conclusiones a 
las que se arribe y las determinaciones que se tomen a nivel del Poder Ejecutivo. 


Además, quería hacer mención -sin pretender introducirme en el tema de fondo, pero acá se ha señalado y 
quiero hacer referencia a eso- a que la intención no es convertir este intercambio amplio y participativo en 
una controversia entre AFAP sí o no, o entre sistema de capitalización individual sí o no. Y esto no significa - 
como se ha aclarado aquí y yo lo comparto totalmente- que en los aspectos que tienen que ver con lo que se 
llama sistema mixto no se pueda o deba introducir reformas. 


Desde mi punto de vista ha sido muy acertada una afirmación que ha hecho el doctor Bruni al final de su 
exposición, cuando manifestó que no se trata solo de un problema grueso el que se introduce con la reforma 
de 1995 sino que además hay otro aspecto al que, desde mi punto de vista, no se le ha prestado la atención 
debida. Me refiero a la rebaja abrupta de prestaciones en varios rubros. Es decir que la reforma del sistema 
implicó esas dos cosas y no solo una. Si nosotros hoy -nadie lo va a hacer; es una hipótesis- manejáramos una 
compulsa pública acerca del sistema, seguramente muchísima gente se referiría a las AFAP y no al otro tema. 
Por eso cuando hablamos de la reforma del sistema, nos referimos a la reforma global del sistema, 
incluyendo ambos aspectos, y a que se vaya procesando sin esperar a que se dilucide la instancia troncal que, 
como se ha dicho acá, pasará por la decisión del Presidente de la República. Eso no es óbice para que se 
vayan efectuando modificaciones en el curso de ese tiempo, muchas de las cuales seguramente vendrán al 
Parlamento. Sobre ellas no tiene iniciativa el Parlamento sino el Poder Ejecutivo. Eso no quita que la 
intención aquí manifestada sea esa, la que yo comparto en forma total. 


Nos parece adecuada la mención que se hace de colocar en su justo lugar, ni más aquí ni más allá de lo que 
establece la Constitución de la República, las prerrogativas del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social en 
materia de seguridad social y una referencia de carácter histórico, objetiva, a esta altura indiscutible, acerca 
de que en el pasado, sin pretender abrir una discusión hacia atrás -esto lo podemos atestiguar porque en ese 
momento participábamos no como legisladores pero sí como integrantes del movimiento sindical también en 
debates en el Ministerio sobre este tema-, la carga casi única de las responsabilidades del Ministerio -no 
quiero establecer porcentajes porque sería absurdo- se dirigía a los problemas del trabajo y no a los de la 
seguridad social. En ese sentido, me parece importante no solamente retomar -es retomar porque aquí no se 
está innovando nada- la actualización de los roles sino también apoyarla, por ejemplo, en la creación de la 
Unidad Ejecutora que se ha anunciado en la reunión de hoy. Me parece absolutamente importante porque una 
cosa se corresponde con la otra. Colocar los roles en su justo lugar implica adoptar medidas prácticas y 
concretas para que esto se realice a través de los hechos, que es lo que realmente importa. 


También se ha hecho referencia aquí a las versiones públicas, propagadas por algunos medios, acerca de la 
marcha del tratamiento de quienes creen ser beneficiarios, con todo derecho, de la Ley N* 18.033. Me parece 
que es muy importante que recojamos esos datos, que los tengamos en cuenta y que los manejemos cada vez 
que tengamos oportunidad, no de confrontar pero sí de aclarar cuáles son los reales términos por los que va 
marchando esta iniciativa. 


Además, recuerdo que el Parlamento, por el solo hecho de haber votado la Ley_N* 18.033, no se desvincula 
del tema, no debe desvincularse del tema. Esto está afirmado por el hecho de que la propia ley contiene un 
artículo en el que se establece que entre el primer y segundo año de vigencia de la ley se deberá remitir al 
Parlamento una evaluación acerca de su aplicación. En consecuencia, esta información que se brinda el día de 
hoy nos parece muy importante porque se inscribe en ese proceso. 


Por último, queremos que se lleven una decisión que ha tomado la Comisión en cuanto a los asuntos que 
tiene en su agenda y al orden con el que los considerará. Yo me voy a referir al que está en primer lugar y, por 
ende, al que será resuelto primero en este Período. Me refiero al proyecto de ley sobre hogares de ancianos. 
Quiero transmitir -lo podría hacer cualquier integrante de la Comisión- que la Comisión tomó una decisión en 
cuanto a que este año se presente formalmente el proyecto ante la Cámara de Diputados, sin apuro y 
estudiando todos los insumos: los provenientes del Ministerio, los del Banco de Previsión Social, los de 
quien presentó el proyecto y los emergentes del debate en la Comisión. 


Me sumo al agradecimiento que se ha expresado por la presencia de ustedes; descuento que contaremos con 
ella cada vez que la requiramos. 


SEÑOR PÉREZ.- Agradecemos la visita de los dos compañeros: Roberto y Luis. El informe fue claro, y 
nos vamos muy satisfechos con el camino que inicia el Gobierno de un debate abierto y participativo. 
En la seguridad social, más tarde o más temprano, estamos todos involucrados. El país perdió el 
camino de la patria solidaria y fue desviándose hacia caminos de soluciones individuales en cuanto al 
plano de la seguridad social. Es bueno que se empiece a rever esa situación. 


Hay temas que me preocupan y que en su momento plantearemos. Por ejemplo, nos llama la atención que en 
el país haya un "collage" de cajas. Apostamos a un sistema único -es un sueño que tenemos-, más equitativo 
hasta en la distribución de la seguridad social. 


Nos vamos conformes y estamos a las órdenes para meternos en esa discusión cuando seamos invitados. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Quiero hacer una consulta que me quedó en el tintero, con relación a 
los temas que fue desgranando el doctor Bruni en su intervención inicial. 


Me parece muy importante, sobre todo con relación a lo coyuntural y no tanto en la perspectiva de mediano y 
largo plazo, la reciente reunión que se celebró entre la ONAJPU y el Presidente de la República. Estoy 
enterado de esto por algunos transcendidos de prensa, no por vocero alguno, sino a partir de la propia crónica 
periodística que se pudo leer. Tengo entendido que, entre otros temas, allí se habló de establecer una 
jubilación mínima -creo que fue uno de los reclamos de ONAJPU- de $ 3.000 y, por otro lado, el mismo 
reclamo del año pasado, es decir, la reivindicación de ajuste de pasividades en el mes de julio. 


Ya que el doctor Bruni es un testigo calificado de esa reunión, quisiera que nos aporte o precise el grado de 

compromiso que el Presidente de la República -eventualmente- haya podido contraer con esta organización, 
entre otras cosas -seguramente lo haya visto el doctor Bruni- porque algunas versiones periodísticas del día 
siguiente, por ejemplo, establecieron que el Presidente había accedido a los reclamos de los pasivos, hecho 

que después se mediatizó o relativizó en alguna otra versión. 


Sería bueno precisar los términos del grado de aseveración que pudo haber asumido el Gobierno porque son 
dos temas muy sensibles e importantes, que afectan al universo de los pasivos. 


Es claro que en este tema Gobierno y oposición hemos tenido visiones distintas o puntos de vistas diferentes, 
en particular en el mes de julio del año pasado cuando se estableció este planteamiento. Asumo que este año, 
eventualmente -no quiero anticipar una discusión que no está planteada- vamos camino a un escenario similar 
en la medida en que las variables macroeconómicas que el Gobierno maneja sean similares a las del año 
pasado y que -como todos sabemos- los niveles de inflación no estén llevando al Gobierno a otorgar un ajuste 
de acuerdo con la norma constitucional. Por lo tanto, todo quedará en el plano de las reivindicaciones 
sociales y de las valoraciones políticas. 


Específicamente, como punto de arranque y para no generar confusión cuando todavía el tema ni siquiera se 
ha planteado de acuerdo con el tiempo que le corresponde en el calendario, me parece que sería bueno 
conocer cuál fue la respuesta del Presidente de la República, porque nada más ni nada menos, estamos 
hablando de una reunión que no se hizo en el Banco de Previsión Social ni el Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social. Se habló con el Jefe de Gobierno, y creo que el Presidente de la República alguna respuesta 
habrá otorgado al respecto. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Previamente a contestar la 
pregunta del señor Diputado Pablo Abdala, quiero hacer una pequeña referencia a lo mencionado por 
el señor Diputado Esteban Pérez. 


Si yo hoy viviera en 1920, con las actuales circunstancias del país, no tendría ningún problema en que 
existiera un único sistema de jubilación. Lo que ocurre es que hay 80 años de historia en los que se fueron 
solidificando, primero, la Caja de Jubilaciones y Pensiones Bancarias, luego la Caja de Jubilaciones y 
Pensiones de Profesionales Universitarios, la Caja Notarial de Seguridad Social, etcétera; son entidades muy 
arraigadas, con problemas -algunos más grandes que otros-, y a veces se hace difícil aplicar criterios que, 
siendo compartibles, no pueden ignorar 80 años de historia. ¡Ojalá tuviéramos un único sistema de seguridad 
social! De todas formas, la historia del país fue esa. No olvidemos que nuestra historia es muy rica, pues 
Uruguay, con todas sus carencias, es un ejemplo en la materia. 


Quiero aclarar que no me estoy refiriendo a alguna institución en particular, sino a los porcentajes de 
cobertura que tiene la población en general. ¿Que se han venido abajo? Sí, se han venido abajo. 


Yo no discrepo en la teoría, pero la práctica de 80 años es difícil de ignorar. 
Con respecto a las preguntas del señor Diputado Pablo Abdala, la ONAJPU presentó cinco reivindicaciones. 


La primera de ellas se trata de llevar la jubilación mínima a $ 3.272, es decir, dos bases de prestaciones 
contributivas. La segunda tiene que ver con aplicar aumentos diferenciales a jubilados y pensionistas de 


menores ingresos. La tercera tiene relación con modificar la normativa, o sin modificarla, aplicar cada seis 
meses los ajustes de las pasividades. Las dos últimas propuestas tienen que ver con la salud y la vivienda. 


Con respecto a la vivienda, se planteó que de una vez por todas la política de construcción de viviendas para 
jubilados la lleve a cabo el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, y que la 
administración quede en manos del Banco de Previsión Social, tal como se hacía antes del 2002 -no importa 
la fecha. 


En cuanto a la salud, se plantearon los alcances y consecuencias que podría tener la reforma de la salud 
respecto a las pasividades en general. 


¿Qué se contestó desde el Gobierno? Que tanto el planteamiento de llevar una jubilación mínima a dos bases 
de prestaciones contributivas, $ 3.272, como el aumento de ajustes diferenciales a jubilaciones de menores 
ingresos encajan en la política que el Gobierno ha llevado adelante desde el 2005. Recuerden que no fue una 
vez en la historia -hubo solo una excepción- que los ajustes se limitaron a lo establecido en la disposición 
constitucional: Índice Medio de Salarios. 


Por primera vez se dieron ajustes por encima del Índice Medio de Salarios a 114.000 jubilados de menores 
ingresos -a quienes ganan hasta tres bases de prestaciones contributivas- y a 55.000 pensionistas 
aproximadamente. A ellos, además del aumento general otorgado a todas las pasividades, se les dio un 6% 
adicional. 


Por lo tanto, con respecto a los planteamientos de la ONAJPU se les manifestó que, con la gradualidad del 
caso, encajaban en la política del Poder Ejecutivo en la materia. 


No se dieron plazos, pero sí -reitero algo que se ha dicho, sobre todo en este tema- se habló de la gradualidad 
en las medidas gubernamentales, sobre todo en este tema en el que las políticas de "shock" no son 
aconsejables. Si hay algo en lo que no puede haber políticas de "shock" es en seguridad social, por todas las 
consecuencias que afectan a más de una generación. 


Con respecto al tercer punto, que tiene que ver con los ajustes semestrales, no se manifestó apoyo y se les 
dijo que era un tema de grandes dificultades, porque no solo tiene que ver con el reajuste de las pasividades 
sino con toda la política económica y salarial, fundamentalmente en lo que respecta a los funcionarios 
públicos. Recuerden que actualmente, dependiendo de si es hasta el 10%, entre 10% y 23% o más del 23%, 
serán los períodos en los que se ajusten las jubilaciones, es decir, períodos no mayores a un año, períodos 
menores a seis meses, y períodos de tres o cuatro meses, dependiendo de los porcentajes de inflación. 


Eso está afectando a varios resortes, que no hacen posible establecer una política general en el Ministerio. 


En cuanto a la vivienda, ya dije que se les proporcionó información escrita sobre los fondos existentes. Se les 
dijo que el Gobierno propiciaba la administración por parte del Banco de Previsión Social y la política de 
construcción de vivienda. 


También hicieron una serie de preguntas respecto a la salud -las tengo en mi poder-; por ejemplo, 
preguntaron quiénes estaban incluidos en la reforma de la salud. Se les contestó que eran los que se habían 
anotado, que ganaban menos de 3 BPC. De un universo de 130.000 personas, 50.000 habían hecho la opción 
y 80.000 no. ¿Qué pasaba con las pasividades superiores a las 3 BPC que no están incluidas en la ley chica, 
por llamarla de alguna manera? Se les dijo que la ley grande -estoy hablando en términos claros, para que se 
entienda- establece un período de 180 días donde se definirá qué va a pasar y cómo se va a incluir en el 
Sistema Nacional de Salud a quienes estén en esa situación, y lo mismo para las jubilaciones no 
dependientes. 


Hicieron un planteo de elevación de topes, de elevar a 5 BPC en vez de a 3, como está ahora. Son todos 
temas a estudiar pero, desde ya les adelanto que si fueran 100.000 personas las que estuvieran en esa 
situación, el costo anual sería de US$ 75:000.000. 


A los dos primeros planteos se les contestó que encajan dentro de la política que lleva adelante el Poder 
Ejecutivo de ajustes diferenciales para los sectores de menores ingresos y que con la gradualidad del caso se 
trataría de contemplar. El resto quedó a estudio. 


SEÑOR ASTI.- Respecto al tema de salud, quería colectivizar con los compañeros una información. La 
Comisión de Hacienda integrada con la de Salud Pública va a recibir a la ONAJPU por el tema del 
FONASA en la próxima reunión, que va a ser el martes próximo. 


Nos preocupa -creo que es bueno transmitírselo a los jubilados- precisamente ese monto de 80.000 jubilados 
que, teniendo la opción, con un importe muy bajo de aporte -el 3%- sobre esa también muy baja jubilación, 
no accediera a esa prestación. Obviamente, eso está muy relacionado con el nivel de copagos que tiene todo 
el sistema de salud, que hace que el jubilado prefiera no tener la cobertura de salud por esos pocos pesos que 
tiene que aportar, porque luego no puede cubrir los copagos que exigen las instituciones de asistencia médica 
colectiva 


El sistema que está previsto en esta ley de FONASA va a ser seguramente muy interesante para las 
instituciones de asistencia médica colectiva, en el sentido de tomar precisamente a las personas jubiladas que 
obviamente tienen un costo mayor, pero tienen, a través de las cápitas fijadas, también un reintegro mucho 
mayor a las instituciones de asistencia médica, lo que seguramente va a llevar a repensar el sistema de los 
copagos para este sector. Realmente creemos que a través de este sistema podrá haber una mayor cantidad de 
pasivos que ingresen al sistema hasta tanto la ley grande y los plazos que ella establece permitan una 
cobertura general de los mismos. Pero creemos -por los análisis que hemos hecho, inclusive, con las 
instituciones de asistencia médica colectiva- que con el camino que abre el FONASA en este sentido será 
posible mejorar la cobertura de quienes están en esa condición. 


SEÑOR PÉREZ.- Quisiéramos saber qué tan adelantada está la mejora en la eficiencia en cuanto a la 
evaluación de personas que pretenden acogerse al beneficio de la pensión por invalidez o discapacidad. 
Por el tema de los baremos es muy complicado acceder al beneficio y después de pasados tres años 
reengancharse también se hace muy difícil. Quisiéramos saber si se ha hecho un estudio, si eso se ha 
ajustado o si estamos encaminados en ese sentido. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Es un tema que tiene que ver 
con los baremos y eventuales modificaciones en su forma de aplicarlos porque no solamente es un tema 
de porcentajes, sino de evaluación de los elementos que llevan a aplicar los porcentajes. Siempre se 
pone el mismo ejemplo. No es lo mismo que pierda un dedo un trabajador de la construcción o que lo 
pierda un pianista, sin que sea mejor el dedo del pianista que el del trabajador de la construcción -de 
ninguna manera pretendo ser despectivo-, pero influye mucho más en una profesión que en otra. 
Reitero: que no se interprete despectivamente. Estoy poniendo un ejemplo grueso para que se 
entienda. Quiero decir que no es solamente un tema de porcentajes, sino de cómo se aplican las 
diversas evaluaciones previas que hacen pasar o no el porcentaje del 50% o del 75% para dar el 
subsidio transitorio o la jubilación permanente. 


Este es un tema que -inclusive hay comparaciones internacionales-, en su momento, el Banco de Previsión 
Social lo estaba estudiando. En ese sentido no hemos recibido ninguna iniciativa. Pero, reitero, el tema es de 
la suficiente complejidad porque no es solo decir si se llega o no al 75% del grado de discapacidad, sino que 
hay que fijarse en cómo se evalúa el llegar al 75% o al 50%; es una de las grandes discusiones que ha habido 
en el pasado y creo que también se da en estos momentos. Es un tema fundamentalmente relacionado con los 
cometidos o con los estudios que tiene que hacer el Banco de Previsión Social a través de su sistema de 
salud. 


SEÑOR BLASINA.- 


Me voy a referir a un aspecto que tiene que ver con lo que planteó el señor Diputado Pérez, aunque no es 
exactamente lo mismo. 


Quisiéramos que ustedes se llevaran la idea de que en la Comisión estamos estudiando el tema del interés del 
involucrado, pensando en que la Junta Médica pueda requerir la opinión del especialista tratante antes de 
decidir el puntaje definitivo que ubicará al interesado en una u otra situación. Sabemos que en ese sentido 
hay un Reglamento en el Banco de Previsión Social pero, por los intercambios que hemos efectuado en la 
Comisión -no pretendo abrir acá una instancia de debate- estamos casi convencidos -no solamente por 
convicciones personales, sino por el hecho de que, para conformar esa convicción personal hemos recibido 


múltiples testimonios de gente que atraviesa por situaciones difíciles- de que frente a la situación planteada, 
daría mayores garantías que en el momento de otorgar el puntaje correspondiente la Junta Médica consultara 
con el médico tratante, a los efectos de que este pudiera tener una idea de por qué se adjudica ese puntaje y, 
en segundo lugar -esto va por el lado humano- contar con una referencia acerca de cómo continuar luego el 
tratamiento. Nos parece que esto es importante y que tendría mucho más fuerza una ley en ese sentido que 
una reglamentación. Esto no tiene que ver con el Banco de Previsión Social; en términos generales, una ley 
siempre tiene más fuerza que cualquier disposición, decreto o reglamentación. Estamos pensando y 
trabajando en eso y quería que ustedes se llevaran la idea de que tal vez ese tema aparezca en las próximas 
semanas o meses. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- No pretendo cambiar de tema, pero si no hubiera más consultas con 
respecto a los temas generales, quisiera preguntar al doctor Bruni acerca del decreto que mencionamos 
antes en esta reunión, N” 356, de octubre de 2005, que lleva la firma del señor Ministro de Trabajo y 
Seguridad Social, de la señora Ministra de Salud Pública, del señor Ministro de Economía y Finanzas 
y, por supuesto, del Presidente de la República, vinculado con una bonificación de servicios, un 
cómputo unificado que se estableció en favor de los funcionarios de los hospitales psiquiátricos, 
básicamente de la Colonia Etchepare, la Colonia Santín Carlos Rossi y el Hospital Vilardebó. Como se 
recordará, el tema fue motivo de atención de esta Comisión cuando recibimos, precisamente, a los 
involucrados. Inclusive, en algún momento conversamos amablemente -como siempre- con el doctor 
Bruni y además -aprovecho para entregárselo en su mano- motivó que formuláramos, hace pocos días, 
un pedido de informes que debe estar en camino al Ministerio, si ya no llegó. Aprovechamos para 
consultar al doctor Bruni en forma personal. 


Desde nuestro punto de vista, el decreto tiene la suficiente generalidad -más allá de estar referido 
específicamente a estos funcionarios- desde el punto de vista de su aplicación temporal como para abarcar a 
los actuales funcionarios públicos dependientes de estas instituciones. Tenemos entendido -así se nos planteó 
en el ámbito de la Comisión- que habría una especie de diferencia de interpretación, eventualmente, a nivel 
de la jurídica, no sé si del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social o del Ministerio de Salud Pública, en 
cuanto al otorgamiento del beneficio a quienes ya en la actualidad configuraron causal jubilatoria. 
Concretamente, se les estaría negando esa posibilidad sosteniendo la tesis -a mi juicio errónea en función de 
lo que pude advertir de la lectura del decreto- de que esto es exclusivamente de aplicación hacia el futuro, es 
decir, para quienes ingresen a estas instituciones de aquí para adelante, pero no para quienes hoy están en 
condiciones de jubilarse. 


Quisiera saber si eso es así y, en definitiva, hacia dónde va la Administración con esto, entre otras cosas 
porque según tenemos entendido -por lo menos, es lo que se nos ha transmitido en alguna reunión reciente 
posterior a la comparecencia de estos compatriotas en la Comisión de Seguridad Social-, algunos expedientes 
están trancados por esta situación. Es decir que algunos están en condiciones de jubilarse, y, sin embargo, su 
trámite jubilatorio se ha visto demorado en función de que la administración no termina de resolver si les 
otorga o no el beneficio. Tal vez no fue la intención inicial, pero, a mi juicio, surge del sentido literal de esta 
norma administrativa que debería alcanzar a todos quienes trabajan en estas instituciones. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- En primer lugar, digamos una 
cosa que es histórica. La vida llevó a que las bonificaciones se dieran por decreto cuando corresponde 
otorgarlas por ley. En mi concepto, es inconstitucional. Pero desde la dictadura en adelante así se hizo 
y creo que eso hace más rápidas las decisiones. La Constitución de la República dice que toda materia 
de cómputos es materia de reserva legal; pero, bueno, son esas cosas que suceden y creo que ha sido 
para bien, porque de otra manera nadie tendría servicios bonificados, o mejor dicho, demoraría mucho 
más el trámite parlamentario. 


Es cierto que hay un problema jurídico sobre la retroactividad o no del decreto que otorga el cómputo 
jubilatorio bonificado a cualquier situación, y es cierto que si no se le da carácter retroactivo, si es de ahora 
para adelante, como se trata de gente que está muy cercana o que ya está en la edad de jubilarse, la decisión 
prácticamente no le compensa todo el desgaste físico y mental que puede haber tenido en el ejercicio de su 
profesión. Sin duda alguna, es un tema complejo, que tal vez se podría solucionar con un "declárase", pero, 
en fin, eso está a estudio de la Comisión correspondiente y ha existido prácticamente en todos los casos. 


En el caso concreto de los funcionarios de la Colonia Etchepare, desde el punto de vista de fondo creo que no 
hay problema, pero el Director Baz, que es el encargado de esa parte, podría dar algunos detalles más. 


SEÑOR BAZ.- Con respecto al pedido de informes, que llegó hace un par de días al Ministerio, 
contiene alguna situación que no podemos informar nosotros. El señor Diputado pregunta cuántos 
funcionarios son, pero no está a nuestro alcance responder. Con respecto al resto, lo derivamos a la 
Comisión de Servicios Bonificados para que hiciera un informe primario previo a la toma de 
decisiones. 


Estos trabajadores a los que se refiere el señor Diputado se hicieron presentes en el Ministerio, fueron 
recibidos por el doctor Bruni y quien habla, y nos trasladaron esta preocupación. No es un tema sencillo, es 
un tema de interpretación y, por lo tanto -ustedes lo saben mejor que nadie-, la balanza se puede inclinar 
hacia un lado o hacia el otro. Como criterio rector, podríamos decir que la Comisión de servicios bonificados, 
el grupo de trabajo sobre bonificación de servicios -así se llama formalmente-, establece una bonificación de 
servicios sobre una tarea. No define si para Fulano o para Mengano corresponde bonificar los servicios. Lo 
que bonifica es la tarea. Eso, en una primera instancia, sin que signifique un pronunciamiento de parte del 
Ministerio, estaría indicando que una vez firmado el decreto cualquier trabajador, tenga causal o no la tenga, 
estaría comprendido en eso. Pero insisto, no es un pronunciamiento, está a estudio y seguramente a la 
brevedad habrá que tomar una resolución con respecto a ese decreto como a otros que establecen 
bonificaciones con carácter general. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Nos deja una pauta. 

SEÑOR BAZ.- Es una pauta a favor. Por supuesto que también están los argumentos en contra de eso. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos al señor Subsecretario y al señor Roberto Baz por su 
comparecencia en esta Comisión. Seguramente, este año de gran actividad en materia de trabajo y 


seguridad social estaremos viéndonos muy seguido. 


(Se retiran de Sala el señor Subsecretario de Trabajo y Seguridad Social y el señor Roberto Baz) 


(Se suspende la toma de la versión taquigráfica) 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


